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DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [E]n efecto, durante el trámite de la primera instancia si bien se acreditó la expedición del acto administrativo, suscrito por el Subdirector de Determinación de Derechos de la UGPP, por medio del cual se resuelve de fondo el derecho de petición elevado, aquel hecho se dejó a acreditar, tal como esa misma entidad lo reconoce en su recurso de impugnación al señalar, según lo dijo en la contestación de la demanda, que esa resolución estaba en proceso de notificación. Empero, en esta instancia se pudo constatar que aquel derecho se encuentra satisfecho en la actualidad. (…) En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión al derecho de petición.
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  Expediente No. 66001-31-03-004-2017-00344-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el Subdirector de Defensa Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 21 de septiembre último, en la acción de tutela que instauró la señora Lucía Sánchez Toro contra esa entidad, a la cual fueron vinculados los Directores de Servicios Integrados de Atención, de Determinación de Derechos Pensionales y de Pensiones y los Subdirectores de Normalización de Expedientes y de Derechos Pensionales de esa Unidad y el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y la Protección Social.
ANTECEDENTES

1. Relató el apoderado de la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Mediante sentencia proferida por el Juzgado Primero Administrativo de esta ciudad el 29 de noviembre de 2013, se reconoció a la actora una pensión post mortem con ocasión al fallecimiento de su cónyuge Hernán de Jesús Ortiz Londoño. Esta decisión fue confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda el 6 de octubre de 2016.
1.2 El 4 de abril de este año, aquel despacho realizó la liquidación de costas y el 3 de mayo siguiente expidió copia auténticas del auto que las aprueba y de tales sentencias. 
1.3 El 5 de mayo la accionante remitió a la entidad demandada los soportes necesarios para efecto del reconocimiento y pago de su pensión de sobrevivientes, los cuales fueron recibidos el 8 siguiente.

1.4 A pesar de lo anterior la UGPP, en sendas ocasiones, volvió a requerir tal envío, por lo que el 3 de agosto último, y luego de enviar nuevamente los documentos solicitados, se le remitió escrito en el cual le informaba que ya se había cumplido tal requisito. 
1.5 A la fecha y luego de transcurridos más de cuatro meses, la accionada no ha proferido la resolución de reconocimiento y pago de la citada prestación. 
2. Considera lesionados los derechos de petición, al hábeas data y a la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a la UGPP conceder y pagar a favor de la señora Lucía Sánchez Toro la pensión de sobrevivientes, con los incrementos y reajustes de ley.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 7 de septiembre último se admitió la acción y se ordenó vincular a los Directores de Servicios Integrados de Atención, de Determinación de Derechos Pensionales y de Pensiones y los Subdirectores de Normalización de Expedientes y de Derechos Pensionales de la UGPP y al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y la Protección Social.
2. Se pronunció el Subdirector Jurídico Pensional de la UGPP para manifestar que mediante Resolución RDP 34660 del 5 de septiembre de este año, con ocasión a la solicitud objeto del amparo constitucional, se dio cumplimiento al fallo proferido por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, se reconoció y ordenó el pago de pensión de vejez post mortem a la actora, así como el reajuste y la indexación correspondiente, los cuales estarán a cargo del Fondo de Pensiones del Nivel Nacional. Agregó que dicho acto administrativo se encuentra en proceso de notificación. Solicita se declare la carencia actual de objeto por hecho superado.
3. Mediante sentencia del 21 de septiembre pasado la señora Jueza Cuarta Civil del Circuito de Pereira concedió el amparo, ordenó al Subdirector de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP incluir en nómina la prestación reconocida a la accionante mediante sentencia judicial y decidió no desvincular a los otros funcionarios, porque eventualmente se podría requerir su intervención.

Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que la entidad accionada lesionó el derecho de petición de la demandante al abstenerse de dar respuesta oportuna a la solicitud que el elevó para obtener el pago de su pensión de sobrevivientes y si bien se arrimó copia del acto administrativo requerido, dejó de acreditar su notificación a la directa interesada.
4. Inconforme con el fallo, el Subdirector de Defensa Judicial y Pensional de la UGPP lo impugnó. Sustentó las razones de su disenso en los mismos argumentos que expuso en el escrito de contestación de la demanda.
5. En escrito recibido el 26 de septiembre siguiente el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social indicó que la entidad que representa carece de legitimación en la causa por pasiva pues la demanda se dirige exclusivamente frente a la UGPP, autoridad autónoma e independiente de ese Ministerio y a la cual le fue atribuida la función de resolver asuntos relacionados con reclamaciones pensionales de competencia de la extinta Cajanal, tal como ocurre en este caso. 

Por tanto pide su desvinculación del trámite; en subsidio, se remita la acción de amparo al Tribunal Superior del Distrito, al Tribunal Administrativo o al Consejo Seccional de la Judicatura, en los cuales se radica la competencia para conocer de ese trámite primera instancia, en virtud del Decreto 1382 de 2000, al estar involucrada una entidad del orden nacional como lo es el Ministerio de Salud y Protección Social.   
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.
2. En primer lugar es necesario precisar que en el trámite de primera instancia se ordenó vincular al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social, entidad que hace parte del orden nacional, hecho que en principio pudiera considerarse como causal de nulidad por falta de competencia funcional en el juzgado de primera instancia para conocer de la presente acción, porque correspondería a los Tribunales Superiores, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con el inciso 1º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000. Sin embargo, en la demanda ningún hecho se le endilgó a esa autoridad de los que pudiera inferirse que por acción u omisión lesionó derecho fundamental del que sea titular la actora y por tanto su vinculación resulta ser aparente
. Por tanto, no altera la competencia radicada en el juzgado de circuito, ni en esta Sala para definir el asunto en segunda instancia.

3. Corresponde a la Sala decidir si la entidad demandada desconoció el derecho de petición de que es titular la accionante, al no dar respuesta de fondo a la solicitud que presentó el 8 de mayo pasado, con la que pretende se le pague la pensión reconocida por el Juzgado Primero Administrativo de esta ciudad, en decisión confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda; además, si se está frente a un hecho superado.
4. La funcionaria de primera sede, como ya se indicara, concedió el amparo solicitado porque la entidad demandada, dentro del trámite de la tutela, no demostró haber puesto en conocimiento de la actora la respuesta de la citada petición.

La Sala comparte esa decisión, ya que en efecto, durante el trámite de la primera instancia si bien se acreditó la expedición del acto administrativo, suscrito por el Subdirector de Determinación de Derechos de la UGPP, por medio del cual se resuelve de fondo el derecho de petición elevado, aquel hecho se dejó a acreditar, tal como esa misma entidad lo reconoce en su recurso de impugnación al señalar, según lo dijo en la contestación de la demanda, que esa resolución estaba en proceso de notificación.
5. Empero, en esta instancia se pudo constatar que aquel derecho se encuentra satisfecho en la actualidad.

En efecto, de conformidad con lo informado por el apoderado de la accionante a este Tribunal, la UGPP procedió a notificar la Resolución RDP 034660 del 5 de septiembre de 2017 y que la pensión allí reconocida ya había sido pagada a su poderdante
. 

6. De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
7. En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión al derecho de petición. Se revocará si la decisión de no desvincular a los Directores de Servicios Integrados de Atención, de Determinación de Derechos Pensionales y de Pensiones y al Subdirector de Normalización de Expedientes de la UGPP y al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y la Protección Social. En su lugar, se negará el amparo frente a esos funcionarios ya que, como quedó acreditado, el único competente para resolver la cuestión era el Subdirector de Derechos Pensionales de la citada Unidad.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 21 de septiembre último, en la acción de tutela que interpuso la señora Lucía Sánchez Toro contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, pero se declara la carencia actual de objeto, y SE REVOCA el ordinal tercero; en su lugar, se niega el amparo reclamado frente a los Directores de Servicios Integrados de Atención, de Determinación de Derechos Pensionales y de Pensiones y el Subdirector de Normalización de Expedientes de la UGPP y el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y de Protección Social.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



(Con ausencia justificada)
� Figura sobre la cual la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en providencia del 14 de abril de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, expresó: “No obstante que la acción fue promovida contra las entidades antes referidas, de la solicitud de amparo emerge claro que el reclamo constitucional no involucra al Ministerio de Educación, pues a éste no le compete el reconocimiento de la prestación vitalicia… así las cosas, se percibe una vinculación aparente en cuanto a ese ente nacional del sector central”. 


� Folio 9 cuaderno No. 2


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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